
b) 300 euros por cada descendiente que curse es-
tudios universitarios o de ciclo formativo de tercer
grado de Formación Profesional de grado superior den-
tro de las Islas Canarias.

La deducción, que se aplicará en la declaración co-
rrespondiente al ejercicio en que se inicie el curso aca-
démico, tendrá como límite el 40 por ciento de la cuo-
ta íntegra autonómica. Se asimilan a descendientes
aquellas personas vinculadas con el contribuyente por
razón de tutela o acogimiento, en los términos pre-
vistos en la legislación vigente.

Esta deducción no se aplicará cuando concurra cual-
quiera de los siguientes supuestos:

a) cuando los estudios no abarquen un curso aca-
démico completo;

b) cuando en la isla de residencia del contribuyente
exista oferta educativa pública, diferente de la vir-
tual o a distancia, para la realización de los estudios
que determinen el traslado a otro lugar para ser cur-
sados;

c) cuando el contribuyente haya obtenido rentas en
el ejercicio en que se origina el derecho a la deduc-
ción, por importe de 60.000 euros, o bien 80.000 eu-
ros en tributación conjunta, incluidas las exentas; y

d) cuando el descendiente que origina el derecho
a la deducción haya obtenido rentas en el ejercicio
por importe superior a 6.000 euros, incluidas las
exentas.

Cuando varios contribuyentes tengan distinto gra-
do de parentesco con quien curse los estudios que ori-
ginan el derecho a la deducción, solamente podrán prac-
ticar la deducción los de grado más cercano.

Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho
a esta deducción y no opten o no puedan optar por
la tributación conjunta, la deducción se prorrateará
entre ellos.

La determinación de las circunstancias persona-
les y familiares que deban tenerse en cuenta para la
aplicación de esta deducción se realizará atendien-
do a la situación existente en la fecha del devengo.

5. Las deducciones previstas en este artículo no
podrán, en ningún caso, superar el importe de la cuo-
ta íntegra autonómica.

Artículo 3.- La aplicación por el contribuyente de
las deducciones previstas en los apartados 1 y 2 del
artículo 2 de esta Ley exigirá el cumplimiento de los
requisitos siguientes:

a) Obtener de la entidad donataria certificación en
la que figure el número de identificación fiscal del

donante y de la entidad donataria, importe y fecha del
donativo.

b) Constar en la certificación señalada en la letra
anterior la mención expresa de que la donación se ha-
ya efectuado de manera irrevocable y de que la mis-
ma se ha aceptado. La revocación de la donación de-
terminará la obligación de ingresar las cuotas
correspondientes a los beneficios disfrutados en el pe-
ríodo impositivo del ejercicio en el que dicha revo-
cación se produzca, sin perjuicio de los intereses de
demora que procedan.

DISPOSICIÓN FINAL

La presente Ley entrará en vigor el 1 de enero del
año 2003.

Por tanto, mando a los ciudadanos y a las autori-
dades que la cumplan y la hagan cumplir.

Santa Cruz de Tenerife, a 21 de noviembre de
2002.

EL PRESIDENTE,
Román Rodríguez Rodríguez.

1688 LEY 11/2002, de 21 de noviembre, de modifi-
cación de la Ley 4/1999, de 15 de marzo, de
Patrimonio Histórico de Canarias.

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Canarias ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 12.8 del
Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación
de la Ley 11/2002, de 21 de noviembre, de Modificación
de la Ley 4/1999, de 15 de marzo, de Patrimonio
Histórico de Canarias. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Atendiendo a la realidad de los expedientes sus-
ceptibles de incoación de expediente sancionador, y
observándose que la comisión de una infracción ad-
ministrativa, la mayoría de las veces, obedece a la co-
misión de una infracción administrativa grave tipi-
ficada en el artículo 96.2 de la Ley 4/1999, de 15 de
marzo, de Patrimonio Histórico de Canarias, a la
cual le corresponde la imposición de una sanción
con multa desde un millón una pesetas hasta veinti-
cinco millones de pesetas, según establece el artícu-
lo 99 de la referida ley, tal como es la relativa a no
contar con autorización administrativa o cambio en
la ejecución de la misma, se considera precisa una
modificación de las cuantías objeto de multa, así co-
mo una precisión en la tipificación de la infracción
relativa a realizar obras sin autorización administra-
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tiva cuando las mismas sean las estrictas de conser-
vación a las que se refiere el artículo 46.a) de la ci-
tada Ley.

Artículo único.- 1. La letra e) del apartado 2 del
artículo 96 de la Ley 4/1999, de 15 de marzo, de
Patrimonio Histórico de Canarias, queda redactada
en los siguientes términos:

“e) Realizar sin autorización o incumpliendo las
condiciones de su otorgamiento, cualquier clase de
obra o intervención sobre bienes muebles o inmue-
bles que, según esta Ley, requiera previa autorización
administrativa, salvo las estrictas actuaciones ur-
gentes previstas en el artículo 46.a) de esta Ley. A
estos efectos se solicitará la preceptiva autorización
al cabildo insular correspondiente, al objeto de que
en el plazo de setenta y dos horas se persone el téc-
nico insular competente en el lugar donde esté ubi-
cado el bien y autorice provisionalmente la realiza-
ción de dichas obras urgentes.

En el caso de que el técnico insular no se perso-
ne en dicho plazo, se entenderá concedida la autori-
zación de las obras con carácter provisional, sin per-
juicio de su revisión posterior por parte del cabildo
insular correspondiente.”

2. El apartado 1 del artículo 99 de la Ley 4/1999,
de 15 de marzo, de Patrimonio Histórico de Canarias,
queda redactado en los siguientes términos:

“1. Las infracciones cuyos daños puedan ser eva-
luados económicamente serán sancionadas con mul-
ta del tanto al cuádruple del valor del daño causado.
En caso contrario se sancionarán con arreglo a la si-
guiente escala:

a) Las infracciones leves, con multas de hasta tres
mil euros.

b) Las graves, con multa desde tres mil un euros
hasta ciento cincuenta mil euros.

c) Las muy graves, con multas desde ciento cin-
cuenta mil un euros hasta seiscientos mil euros.”

DISPOSICIÓN FINAL

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Boletín Oficial de Canarias.

Por tanto, mando a los ciudadanos y a las autori-
dades que la cumplan y la hagan cumplir. 

Santa Cruz de Tenerife, a 21 de noviembre de
2002.

EL PRESIDENTE,
Román Rodríguez Rodríguez,

II. AUTORIDADES Y PERSONAL
Nombramientos, situaciones
e incidencias

Otras Administraciones

Universidad de La Laguna

1689 RESOLUCIÓN de 11 de noviembre de 2002,
por la que se nombra en virtud de concurso a
D. Pedro Javier Castañeda García, Profesor
Titular de Universidad en el área de conoci-
miento Psicología Evolutiva y de la Educación.

De conformidad con la propuesta formulada por
la Comisión nombrada al efecto de resolver el con-
curso para la provisión de plaza de los Cuerpos do-
centes universitarios, convocado por Resolución de
30 de julio de 2001 (B.O.E. de 31 de agosto), y ha-
biéndose acreditado por el candidato propuesto los
requisitos establecidos en el apartado 2 del artículo
5º del Real Decreto 1.888/1984, de 26 de septiem-
bre (B.O.E. de 26 de octubre), modificado por el
Real Decreto 1.427/1986, de 13 de junio (B.O.E. de
11 de julio), este Rectorado, en cumplimiento de lo
dispuesto en el artículo 42 de la Ley 11/1983, de 25
de agosto, de Reforma Universitaria; en el Real
Decreto 898/1985, de 30 de abril (B.O.E. de 19 de
junio), y en el artículo 141 de los Estatutos de esta
Universidad, ha resuelto nombrar a D. Pedro Javier
Castañeda García, Documento Nacional de Identidad
nº 42161737-T, Profesor Titular de Universidad en
el área de conocimiento Psicología Evolutiva y de la
Educación, adscrita al Departamento de Psicología
Educativa, Evolutiva, y Psicobiología, con derecho
a los emolumentos que según las disposiciones vi-
gentes le correspondan.

El presente nombramiento surtirá plenos efectos
a partir de su publicación y de la toma de posesión
por el interesado.

La Laguna, a 11 de noviembre de 2002.- El Rector,
José S. Gómez Soliño.

Oposiciones y concursos

Audiencia de Cuentas de Canarias

1690 RESOLUCIÓN de 19 de noviembre de 2002,
del Presidente, por la que se hace público el
Acuerdo de 18 de noviembre de 2002, del
Pleno de esta Institución, que designa a los miem-
bros del Tribunal Calificador de las pruebas
selectivas para la provisión de una plaza del
Cuerpo de Letrados (Grupo A), de la Audiencia
de Cuentas de Canarias, convocadas por
Resolución del Presidente de 4 de septiembre
de 2002 (B.O.C. nº 125, de 20.9.02).
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